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Introducción

Los diversos  problemas fiscales, económicos y políticos por los que atraviesa  el Estado y sus manifestaciones en cuanto a crisis de representación política, aparatos burocráticos autoreferenciados que operan corporativamente disfrazando de interés general intereses sectoriales; pérdida de sentido de lo que es servicio público o servir al público; y predominio de la lógica del mercado;  no sólo expresan el agotamiento de un modelo sino también la imperiosa necesidad de rearticular las relaciones entre Estado y sociedad.

La incorporación de los ciudadanos en la gestión de lo público, a partir del reconocimiento de que el Estado no es el único dueño del interés general, surge como respuesta a esta necesidad, ampliando la esfera pública y  definiendo nuevas articulaciones entre lo estatal y lo social. La participación de los ciudadanos en tanto que afectados o interesados respecto a la administración pública, es una participación valiosa porque amplía la capacidad estatal, produce cambios tanto en la organización interna como en los objetivos de la administración y desarrolla la conciencia cívica de los ciudadanos reforzando los lazos de solidaridad y haciendo más aceptable la noción de interés general.

Son diversos los campos en los cuales puede darse la participación ciudadana, principalmente aquellos que implican la defensa de intereses difusos y colectivos; la planificación, ejecución y control de obras y actividades; el control de la calidad de los servicios públicos; la defensa de los ciudadanos ante eventuales arbitrariedades; como también, en el proceso de toma de decisiones a escala municipal, provincial o nacional.
En agosto de 1989 con la sanción de las leyes 23.696 y 23.697, comienzan en nuestro País una serie de procesos encaminados a reformar el Estado. A pesar de la diversidad de  objetivos y móviles que direccionaron dichos procesos, pueden observarse en ellos distintas medidas orientadas a favorecer la intervención de los ciudadanos en los asuntos públicos. 

Así, pueden mencionarse la Iniciativa y Consulta Popular,  la sanción de la Ley N° 25.152 en 1999 que  dispone el libre acceso de los ciudadanos a la documentación producida en la Administración Nacional; el Programa Carta Compromiso con el Ciudadano; el Plan Nacional de Modernización del Estado;  y el Decreto N° 1172/03 “Mejora de la Calidad de la Democracia y de sus Instituciones” que  propone un avance en la Reforma Institucional a través de la implementación de diferentes mecanismos que incrementan la transparencia de los actos de gobierno, permiten un igualitario acceso a la información y amplían la participación de la sociedad en los procesos decisorios de la Administración. 

Todas y cada una de estas iniciativas definen campos de  intervención ciudadana y nuevas formas de articulación entre el Estado y la Sociedad Civil. Todas, también,  presentan deficiencias o insuficiencias en materia de participación social. Conocerlas, analizarlas y reflexionar sobre ellas puede contribuir a superar dichas insuficiencias.   
Participación Ciudadana

La participación ciudadana o social remite a la intervención de los ciudadanos en actividades que hacen al interés general. No es cualquier tipo de intervención, sino intervención directa de los agentes sociales en las actividades públicas. Para Cunill, las estrategias gubernamentales tendientes a crear condiciones para que la sociedad ejerza una incidencia directa sobre el Estado o participe de sus funciones, le imprimen contenido a una noción de por sí ambigua. En tal sentido tres campos suelen ser afectados: el campo correspondiente a la formación de las políticas públicas, facilitando la intervención de intereses particulares en su elaboración; el campo relativo a la acción legislativa permitiendo su ejercicio directo a través de  la iniciativa y el referéndum, e indirecto mediante la revocatoria; y el campo relativo a la prestación de servicios públicos, a través de la transferencia a la sociedad civil o de la cogestión con ella  (Cunill Grau 1997: 75). 

Aunque la participación ciudadana es -siempre- participación política, porque implica la intervención directa de la ciudadanía en actividades o asuntos públicos. Sin embargo, suele distinguírsela de la participación que se realiza mediante los partidos políticos y el voto, reservando la denominación de participación ciudadana a la capacidad que tienen los ciudadanos de intervenir -de muy diversas formas y en muy distintos grados- en una amplia serie de asuntos públicos, especialmente en las decisiones que modelan las políticas del Estado y en la gestión, evaluación y control de las organizaciones de la Administración Pública
. 

La participación es un proceso social  en el que intervienen diferentes fuerzas en función de intereses complejos, diversos, y a veces, antagónicos. Supone múltiples actores y es de prever el conflicto, por ello requiere pluralismo, consenso, confrontación y negociación. En tanto proceso complejo de interacción entre la sociedad y el gobierno, la participación exige una serie de condiciones mínimas, tales como: el pleno funcionamiento de las instituciones democráticas, una adecuada descentralización político-administrativa y el acceso de los ciudadanos a la información. Fundamentalmente, la participación ciudadana supone condiciones económicas y culturales que aseguren la igualdad e inclusión sociales.

Administración Pública, Eficiencia y Control

Abordar la participación como intervención directa y activa de los ciudadanos respecto de competencias tradicionalmente reservadas al Estado, conlleva algunas reflexiones acerca de  lo que entendemos por administración pública. Así, es preciso resaltar el doble aspecto que ofrece la noción de “administración”, pues remite tanto a un  conjunto de actividades concretas encaminadas a satisfacer las necesidades de la comunidad; como a una estructura orgánica, un conjunto de entes, un aparato administrativo (Farrando I.y Martinez P.  1996:37).

Para Bobbio el término “administración  pública” permite designar el conjunto de actividades mediante las que se concretan fines de interés público o común y el complejo de estructuras que, aún encontrándose en posición subordinada respecto de las estructuras políticas y de gobierno, representan una realidad organizativa diferente de éstas (Bobbio N. y Matteucchi N. 1981: 13)

Según Mayntz la Administración Pública de un país representa un macrosistema organizativo, cuyos elementos –cada uno de los distintos organismos administrativos- son también organizaciones. Entendiendo por organización un tipo determinado de formaciones sociales que se distinguen de su entorno social, poseen una estructura interna diferenciada y están orientadas a la persecución de metas específicas y al cumplimiento de tareas predefinidas (Mayntz 1985: 20).

No debe confundirse la Administración Pública con la Administración Estatal, ya que la primera es más amplia y comprende a la segunda. Mientras la Administración Estatal es siempre pública, puesto que el Estado no puede perseguir otros fines que los del interés general, la noción Administración Pública incluye a organizaciones de la sociedad civil, no estatales,  abocadas a la consecución de fines en los que está en juego el interés general. 

En nuestro País la Administración Estatal reconoce dos modalidades organizativas: la centralización o administración directa del Estado y la descentralización o administración indirecta. La administración centralizada supone un conjunto de órganos que guardan entre sí una relación piramidal y jerárquica, convergiendo hacia un jerarca único donde se reúne toda la autoridad y con quien se enlazan los demás órganos del sistema, generalmente el Jefe de Estado. Estos órganos carecen  de personalidad jurídica propia tanto como de patrimonio propio, en consecuencia actúan bajo la personalidad jurídica del mismo Estado y con los recursos generales de la Administración. Mientras que la descentralización o administración indirecta se caracteriza por la distribución de las competencias públicas entre múltiples órganos administrativos independientes del poder central, que aparecen con personalidad jurídica propia  distinta de la del Estado, con patrimonio propio y con poderes de decisión y resolución que le han sido especialmente transferidos (Dromi 1973: 432-434).

La Constitución Nacional establece que el Presidente de la Nación es el “responsable político de la administración general del país”, mientras que el Jefe de Gabinete de Ministros “ejerce la administración general del país; efectúa los nombramientos de los empleados de la administración, excepto los que correspondan al Presidente, hace recaudar las rentas y ejecuta la Ley de Presupuesto Nacional”, entre otras atribuciones.

Es de la esencia de los regímenes democráticos el control  que ejerce la ciudadanía sobre los gobernantes. Control que ha evolucionado, incorporando diversos matices y modalidades, al comprobarse que el control mediante las elecciones, es insuficiente y necesita ser reforzado utilizando mecanismos y sistemas  que permitan la fiscalización del gobierno en forma permanente a lo largo del  mandato de los representantes. Históricamente se recurrió al control como forma de evitar la tiranía y corrupción, actualmente se lo ve como un instrumento que permite mejorar el desempeño del Estado.

El Consejo Científico del CLAD en su documento sobre la “Responsabilización” o “Accountability” reconoce cinco formas de control, de las cuales las dos primeras contribuyen a controlar y limitar el poder de los gobernantes; la tercera, vinculada a la participación social, es clave para la gobernabilidad democrática; mientras que la lógica de los resultados y la competencia administrada ayudan a mejorar el desempeño gubernamental. Estas formas de control son:

· Control Parlamentario: constituye un mecanismo horizontal de responsabilización, donde los controladores son los políticos y cuyo objetivo es la limitación del poder. Entre los principales mecanismos del control parlamentario se destacan: el control de la elaboración y gestión presupuestaria; la rendición de cuentas del Ejecutivo; el funcionamiento de comisiones parlamentarias para evaluar  las políticas públicas e investigar la transparencia de los actos gubernamentales; la evaluación de las nominaciones efectuadas por el Ejecutivo para importantes cargos públicos; etc.

· Control de Procedimientos: se realiza a través de mecanismos internos y externos a la administración; los controladores son los burócratas y su objetivo consiste en que la burocracia administre de acuerdo a las disposiciones legales existentes. Este tipo de control aparece como un instrumento fundamental  para resguardar el Estado de Derecho porque limita la discrecionalidad de gobernantes y burócratas en relación con los derechos individuales y colectivos de los ciudadanos. Además, contribuye a transparentar la gestión, por lo que constituye un mecanismo importante en la lucha contra la corrupción. 

· Control Social: es un mecanismo vertical de fiscalización, donde los controladores son los ciudadanos no sólo durante las elecciones, sino también a lo largo del mandato. Los efectos del control social se manifiestan en la democratización del Estado, el mejoramiento de la producción de sus políticas y la modificación de la relación entre la población y los prestadores de servicios. El éxito del control social depende de cuatro condiciones: la articulación con las instituciones de la democracia representativa; el fortalecimiento de las capacidades institucionales del Estado; un diseño organizacional del Estado que incentive  a los ciudadanos para actuar en el espacio público; además de la difusión de la información acerca de las acciones del Poder Público.

· Control de Resultados: se realiza mediante la evaluación a posteriori del desempeño de las políticas; su finalidad es ayudar a constituir una administración orientada hacia los ciudadanos. Los controladores son los burócratas entrenados para realizar la evaluación de los resultados, e informados por las demandas de la población y las prioridades definidas por los representantes políticos. Persigue un doble objetivo: modificar el comportamiento auto-referenciado del funcionario público, fiscalizándolo mediante metas claras y contractualizadas; conformar una modalidad basada en el desempeño, orientada a mejorar la gestión estatal.

· Competencia Administrada: su finalidad es terminar con el monopolio en la prestación de servicios públicos, aumentando el número de proveedores.  El proceso de competencia administrada tiene lugar en tres situaciones: entre órganos gubernamentales mediante la descentralización de funciones; en la privatización bajo el régimen de concesión de los servicios públicos en la que la empresas compiten entre sí; y en la delegación de la prestación de servicios a entidades públicas no estatales. En todos los casos es necesario que exista regulación estatal, aunque diferenciada para cada situación. En el primer caso, la regulación significa fortalecer los instrumentos del núcleo central del Estado. En el segundo caso se debe crear una agencia reguladora, independiente del Ejecutivo y Legislativo, cuya tarea es fiscalizar los servicios privatizados. En el tercer caso, se controlan los servicios traspasados a entes públicos no estatales, mediante el cumplimiento de contratos de gestión evaluados según la lógica de los resultados. El principal instrumento controlador es la competencia, seguido por la burocracia reguladora y la sociedad a través de la administración de las organizaciones públicas no estatales, o de la participación de los usuarios en el control de estos órganos en sus consejos directivos.

Estas cinco modalidades son complementarias y su aplicación simultánea permite la fiscalización de los gobiernos en forma ininterrumpida mediante controles burocráticos, políticos, sociales y la evaluación de resultados de las políticas gubernamentales (CLAD 2000: 17-75).

El control en Argentina

Considerando las modalidades mencionadas más arriba, podemos realizar algunas observaciones de lo que sucede actualmente en nuestro País en materia de:

◊ Control Parlamentario: a partir del proceso de reforma del Estado iniciado en 1989, con la  Ley 23.696 que en su Art.1 declara en “emergencia la prestación de los servicios públicos, la ejecución de los contratos a cargo del sector público y la situación económico-financiera de la Administración Pública Centralizada y Descentralizada .................” el Congreso de la Nación transformó la delegación de facultades en el Ejecutivo en rutina o práctica permanente, lo que debilitó el control entre poderes.

Así lo prueban las leyes N° 25.414 (Delegación del ejercicio de atribuciones legislativas......)  y la Ley  N° 25.561 (Ley de Emergencia Pública y...). La primera, sancionada en marzo de 2001y derogada en diciembre del mismo año por Ley N° 25.556, faculta al PEN para ejercer importantísimas  competencias como: fusión, centralización o  transformación de entes descentralizados; modificación de la Ley de Ministerios; derogación total o parcial de normas de rango legislativo que afecten el funcionamiento de entes de la administración descentralizada; crear y eliminar exenciones; modificar procedimientos aduaneros, tributarios  o de recaudación previsional; establecer medidas tributarias especiales; etc. 

La segunda, sancionada en enero de 2002 regía hasta el 10 de diciembre del 2003, posteriormente por Ley N° 25. 820 se extendió su vigencia hasta el 31 de diciembre del 2004 y por Ley N° 25.972 se vuelve a prorrogar hasta el 31 de diciembre de 2005 . Esta ley declara la emergencia pública en materia social, económica, administrativa, financiera y cambiaria, facultando al Poder Ejecutivo a: establecer el sistema que determinará la relación de cambio entre el peso y las divisas extranjeras; eliminar las cláusulas de ajuste en dólar en los contratos celebrados por la Administración Pública; renegociar contratos de obras y servicios públicos; regular los precios de  insumos, bienes y servicios críticos; etc.

Por lo que puede concluirse que la “emergencia” que como tal debiera ser algo pasajero, de corta duración; desde 1989 aparece como un proceso continuo, que justifica la delegación de competencias del Legislativo al Ejecutivo. La delegación como práctica, no sólo refuerza la figura del PEN, también implica un déficit en materia de control  parlamentario.

◊ Control de Procedimientos: varios entes -algunos de reciente creación y otros no tanto- intervienen en materia de control procedimental. La reforma de la Constitución Nacional efectuada en 1994, incorporó el Defensor del Pueblo y la Auditoria General de la Nación, como organismos que ejercen un control no judicial de los actos de gobierno.

El Defensor del Pueblo surge del artículo 86 de la Constitución Nacional y de la Ley Nº 24.284 ,modificada por la ley 24.379. Instituido en el ámbito del Congreso, su misión es la defensa y protección de los derechos humanos y demás derechos, garantías e intereses tutelados por la C.N., ante hechos, actos u omisiones de la Administración Pública Centralizada y Descentralizada; también le corresponde el control del ejercicio de las funciones administrativas públicas. Al Defensor puede recurrir cualquier persona física o jurídica sin importar nacionalidad, residencia, reclusión o relación de dependencia con el Estado. Están excluidos del control de la Defensoría las fuerzas armadas y de seguridad; los Poderes Legislativo y Judicial y el Gobierno Autónomo de la Ciudad de Buenos Aires.

La Auditoria General de la Nación surge en la Ley N° 24.156 de Administración Financiera y luego es receptada en la Constitución Nacional en su artículo 85. Instituida en el ámbito del Congreso de la Nación, su titular debe pertenecer al partido de la oposición que más escaños tenga en el Congreso. La AGN es un ente que goza de personería jurídica propia, autonomía funcional e independencia financiera. El control que ejerce es integrado e integral, externo y posterior.
El control externo que realiza la Auditoria General de la Nación se complementa con el control interno ejecutado por la Sindicatura General de la Nación (SIGEN) y las Unidades de Auditoria Interna (UAI).  La AGN y la SIGEN tienen a su cargo el control integrado e integral sobre los aspectos presupuestarios, económicos, financieros, patrimoniales, normativos, de gestión y evaluación de programas, proyectos y operaciones de la administración pública nacional centralizada y descentralizada.

El Ministerio Público surge del art. 120 de la Constitución Nacional y  la Ley N° 24.946 modificada posteriormente por la Ley 25.909. El Ministerio Público es un órgano independiente, con autonomía funcional y autarquía financiera, que tiene por función promover la actuación de la justicia en defensa de la legalidad y de los intereses generales de la sociedad. Ejerce sus funciones con unidad de actuación e independencia, en coordinación con las demás autoridades de la República, pero sin sujeción a instrucciones o directivas emanadas de órganos ajenos a su estructura. El Ministerio Público está compuesto por el Ministerio Público Fiscal y el Ministerio Público de la Defensa. El Ministerio Público se relaciona con el Poder Ejecutivo por intermedio del Ministerio de Justicia. La relación con el Poder Legislativo se efectúa mediante una Comisión Bicameral cuya composición y funciones determina el Congreso.

Fiscalía Nacional de Investigaciones Administrativas:  por Ley N° 24.946 se la incorpora al Ministerio Público Fiscal como órgano dependiente de la Procuración General de la Nación. Está integrada por el Fiscal Nacional de Investigaciones Administrativas y los Fiscales Generales; Fiscales Generales Adjuntos y Fiscales de Investigaciones Administrativas

La Fiscalía Nacional de Investigaciones Administrativas tiene –entre otras- las siguientes facultades: a) Promover la investigación de la conducta administrativa de los agentes integrantes de la administración nacional centralizada y descentralizada, y de las empresas, sociedades y todo otro ente en que el Estado tenga participación. En todos los supuestos, las investigaciones se realizarán por el solo impulso de la Fiscalía de Investigaciones Administrativas y sin necesidad de que otra autoridad estatal lo disponga, sin perjuicio de ajustar su proceder a las instrucciones generales que imparta el Procurador General de la Nación. b) Efectuar investigaciones en toda institución o asociación que tenga como principal fuente de recursos el aporte estatal, ya sea prestado en forma directa o indirecta, en caso de sospecha razonable sobre irregularidades en la inversión dada a los mencionados recursos. c) Denunciar ante la justicia competente, los hechos que, como consecuencia de las investigaciones practicadas, sean considerados delitos. En tales casos, las investigaciones de la Fiscalía tendrán el valor de prevención sumaria. d) Asignar a los fiscales Generales, Fiscales Generales Adjuntos y Fiscales, las investigaciones que resolviera no efectuar personalmente. e) Someter a la aprobación del Procurador General de la Nación el reglamento interno de la Fiscalía de Investigaciones Administrativas.

Además de las previstas en el artículo 26 de la ley, los magistrados de la Fiscalía de Investigaciones Administrativas están investidos de las siguientes facultades de investigación: a) Disponer exámenes periciales, a cuyo fin podrán requerir de las reparticiones o funcionarios públicos la colaboración necesaria, que éstos estarán obligados a prestar. Cuando la índole de la peritación lo requiera, estarán facultados a designar peritos ad hoc. b) Informar al Procurador General de la Nación cuando estimen que la permanencia en funciones de un Ministro, Secretario de Estado o funcionario con jerarquía equivalente o inferior, pueda obstaculizar gravemente la investigación.

Oficina Anticorrupción: el 10 de diciembre de 1999, con motivo de asumir como Presidente de la Nación el Dr. Fernando De la Rúa, se sanciona la  Ley de Ministerios N° 25.233, que en su artículo 13 dispone: “Créase la Oficina Anticorrupción en el ámbito del Ministerio de Justicia y Derechos Humanos, la que tendrá a su cargo la elaboración y coordinación de programas de lucha contra la corrupción en el sector público nacional y, en forma concurrente con la Fiscalía de Investigaciones Administrativas, gozará de las competencias y atribuciones establecidas en los artículos 26, 45 y 50 de la Ley Nº 24.946”.

Además  de los entes mencionados que tienen que ver con el control interno y externo de la Administración, debemos recordar que en el control procedimental juega un papel muy importante el Poder Judicial. 

◊ Control Social: es de la esencia de este control la orientación al ciudadano, la institucionalización de canales de participación y la difusión amplia de las acciones gubernamentales. Diversas leyes, decretos y programas pueden mencionarse en este item, así:

La Ley N° 25.152 de Responsabilidad Fiscal, sancionada en agosto de 1999, en su art. 8 dispone que:“ La documentación de carácter físico y financiero producida en el ámbito de la Administración Nacional y que se detalla a continuación, tendrá  carácter de información pública y será de libre acceso para cualquier institución o persona interesada en conocerla: a) estado de ejecución de los presupuestos de gastos y del cálculo de recursos, hasta el último nivel de desagregación en que ser procesen, b) órdenes de compra, contratos firmados por autoridad competente, y rendiciones de fondos anticipados; c) pagos realizados por la Tesorería Nacional y por el resto de las tesorerías de la Administración Nacional; datos financieros  y de  ocupación del Sistema Integrado de Recursos Humanos, sobre personal permanente, contratado y transitorio; listado de beneficiarios de jubilaciones, pensiones y retiros de las Fuerzas Armadas y de Seguridad; estado de situación, perfil de vencimientos y costo de la deuda pública; listado de cuentas a cobrar; inventarios de bienes inmuebles e inversiones financieras; estado de cumplimiento de las obligaciones tributarias, previsionales y aduaneras de las personas físicas y sociedades;  información acerca de la regulación y control de los servicios públicos, obrante en los entes reguladores y de control de los mismos; toda la información necesaria para que pueda realizarse el control comunitario de los gastos sociales; toda otra información relevante necesaria para que pueda ser controlado el cumplimiento de las normas del sistema nacional de administración financiera. La información precedente será  puesta a disposición de los interesados en forma inmediata............La Auditoria General de la Nación fiscalizará su cumplimiento”.

El Decreto N° 229/2000 que crea el Programa Carta Compromiso con el Ciudadano  reconoce en sus considerandos el derecho de usuarios y consumidores de bienes y servicios a una información adecuada, veraz y condiciones de trato equitativo y digno. Sosteniendo que la modalidad de gestión del Estado Nacional debe permitir un efectivo control social a través del suministro de información clara, precisa y comprensible para todos los ciudadanos, sobre la atención que deben recibir y exigir en particular de cada servicio brindado por la Administración Pública Nacional. 

La Carta Compromiso con el Ciudadano define un marco para la relación entre los organismos públicos y los ciudadanos. Su objeto es la instrumentación de compromisos de servicio por parte de los organismos públicos prestadores directos, donde se transparenten las condiciones y modalidades operativas de las prestaciones, así como los derechos que con relación al tema asisten a los ciudadanos.

El Plan Nacional de Modernización del Estado, elaborado por la Secretaría para la Modernización del Estado y Subsecretaría de la Gestión Pública en agosto de 2000 y aprobado por el PEN mediante Decreto N° 103/2001, dispone en cuanto a la difusión de información: democratizar la información mediante las nuevas tecnologías para acercar el Estado al ciudadano; optimizar las inversiones de los organismos en tecnología informática e impulsar una adecuada gestión estratégica de los recursos informáticos. 

Respecto de participación social, afirma que el Gobierno Nacional impulsa una administración pública al servicio del ciudadano, con organizaciones flexibles orientadas al logro de resultados, capaz de rescatar el concepto de servidor público como un valor social y orientada a establecer un marco de paridad e igualdad entre la Administración y la gente. Para alcanzar tales compromisos se necesita una gestión de los asuntos públicos que rescate como principios la ética y la transparencia y que articule en su accionar a diversos actores de la sociedad: los partidos políticos, las asociaciones empresariales y sindicales, las organizaciones no gubernamentales y académicas y por sobre todo al destinatario de todo el esfuerzo: la gente.

El Decreto N° 1172/03 “Mejora de la Calidad de la Democracia y de sus Instituciones”; propone un avance en la Reforma Institucional a través de la implementación de diferentes mecanismos que incrementan la transparencia de los actos de gobierno, permiten un igualitario acceso a la información y amplían la participación de la sociedad en los procesos decisorios de la Administración. El objetivo de la norma es transparentar, articular, controlar y activar la participación ciudadana. No obstante, a efectos de resguardar la información secreta y sensible para el Estado, se han previsto en el mismo excepciones al principio de publicidad
.

Entre los numerosos considerandos del Decreto destacan: el propósito de fortalecer la relación entre el Estado y la Sociedad Civil para concretar las reformas institucionales necesarias para desarrollar una democracia legítima, transparente y eficiente; y la necesidad de otorgarle un lugar primordial a los mecanismos que incrementan la transparencia de los actos de gobierno, a los que permiten un igualitario acceso a la información y a los que amplían la participación de la sociedad en los procesos decisorios de la administración. 

En tal sentido la Audiencia Pública habilita la participación ciudadana en el proceso de toma de decisiones;  la publicidad de la Gestión de Intereses es necesaria para que se conozcan los encuentros que mantienen con funcionarios públicos las personas que representan un interés determinado; la Elaboración Participativa de Normas es un procedimiento que involucra a la ciudadanía  en la elaboración de normas administrativas y de proyectos de ley para ser elevados por el PEN al Congreso de la Nación;  el Acceso a la Información Pública es un prerrequisito de la participación que permite controlar la corrupción, optimizar la eficiencia de las instancias gubernamentales y mejorar la calidad de vida de las personas; las Reuniones Abiertas de los Entes Reguladores permiten terminar con el secreto que suele encubrir corrupción o arbitrariedad en decisiones que afectan a los usuarios.

En su parte resolutiva el Decreto aprueba cinco Reglamentos Generales (Audiencias Públicas;  Publicidad de la Gestión de Intereses; Elaboración Participativa de Normas; Acceso a la Información Pública; Reuniones Abiertas de Entes Reguladores) estableciendo en el art. 6 el acceso libre y gratuito vía Internet a la edición diaria de la totalidad de las secciones del Boletín Oficial de la República Argentina. 

 “Reglamento General de Audiencias Públicas”: su objeto es regular la participación ciudadana en Audiencias Públicas estableciendo un marco general para su desenvolvimiento. Este Reglamento es de aplicación en las audiencias públicas convocadas en el ámbito de organismos y entes que funcionen bajo la jurisdicción del PEN. Se define a la Audiencia Pública como una instancia de participación en el proceso de toma de decisión, en la que la  autoridad responsable habilita un espacio a fin de que todo aquel que tenga un interés en el tema objeto de la audiencia, exprese su opinión. Asimismo, permite confrontar de forma transparente y pública las distintas opiniones, propuestas, experiencias, conocimientos e informaciones existentes sobre las cuestiones puestas en consulta. Puede participar cualquier ciudadano que invoque un derecho o interés relacionado con la temática de la Audiencia. Se prevé también la posibilidad de que las Audiencias Públicas puedan  ser solicitadas por ciudadanos u organizaciones no gubernamentales. A fin de reservar al PEN el análisis de la viabilidad y oportunidad de las opiniones y propuestas, se prevé que las mismas no tengan carácter vinculante. 

“Reglamento General para la Publicidad de la Gestión de Intereses”: se entiende por Gestión de Intereses, toda actividad desarrollada en modalidad de audiencia por personas físicas o jurídicas, públicas o privadas, por sí o en representación de terceros cuyo objeto consista en influir en el ejercicio de las funciones y/o decisiones de todo ente que funcione bajo la jurisdicción del PEN. Este mecanismo permite a cualquier ciudadano conocer los encuentros que mantienen con funcionarios públicos, personas que representan un interés determinado, así como el objeto de esos encuentros, mediante la obligación de darlos a conocer a través de la implementación de un registro de libre consulta.

“Reglamento General para la Elaboración Participativa de Normas”: la elaboración participativa de normas constituye un mecanismo por el cual se habilita un espacio institucional para la expresión de opiniones y propuestas respecto de proyectos de normas administrativas y proyectos de ley para ser elevados por el PEN al Congreso. Su finalidad es permitir y promover una efectiva participación ciudadana. Al igual que en el caso de la Audiencias Públicas, las presentaciones no tienen carácter vinculante.

“Reglamento General de Acceso a la Información Pública”: el acceso a la información pública constituye una instancia de participación ciudadana por la cual toda persona ejercita su derecho a requerir, consultar y recibir información completa, adecuada, oportuna y veraz por parte de los organismos, entidades, empresas, dependencias y todo otro ente que funcione bajo la jurisdicción del PEN. A los efectos de resguardar información secreta se han previsto excepciones al principio de publicidad.

“Reglamento General de Reuniones Abiertas de los Entes Reguladores”: determina la publicidad y apertura de todas las reuniones de los órganos de dirección de dichos entes. La finalidad es permitir una efectiva participación ciudadana para juzgar adecuadamente los reales motivos por los que se adoptan las decisiones que afectan a los usuarios.

La implementación de los Decretos Nacionales 108/02 y 565/02 pone en marcha estructuras cuantitativa y cualitativamente innovadoras en nuestro país. Las estructuras de Consejos Consultivos están previstas como ámbitos de participación en complementariedad entre el Estado y la Sociedad Civil, y articulan, en todas las instancias del Estado, las necesidades y propuestas de los diversos sectores que conforman la sociedad: trabajadores, empresarios, organizaciones civiles y confesionales y los representantes del Gobierno en cada jurisdicción
. 
El Decreto N° 108/02 declara la emergencia alimentaria y crea un Programa de Compra de Alimentos administrado por el Ministerio de Desarrollo Social. Se crea un Consejo Consultivo integrado por dos representantes del Gobierno Nacional, dos por cada Gobierno Provincial y dos por el Gobierno Autónomo de la Ciudad de Buenos Aires. Estos representantes pertenecen a los gobiernos de las distintas jurisdicciones y a las organizaciones sociales y confesionales. Sus funciones son el asesoramiento, seguimiento de la ejecución y monitoreo de la gestión.

Por el Decreto N° 565/02 se crea el Programa Jefes de Hogar para ser aplicado mientras dure la emergencia ocupacional. El programa consiste en una ayudar económicamente a los desocupados para garantizar el Derecho Familiar de Inclusión Social. De  descentralización operativa en su ejecución a través de las Provincias, se aplica mediante los Municipios. El control se ejerce por Consejos Consultivos de cada localidad integrados por representantes de trabajadores, empresarios, organizaciones sociales y confesionales, representantes del Gobierno en los niveles que correspondan.  Para la eficaz aplicación de la norma se crea el Consejo Nacional de Ejecución y Control integrado por 3 representantes de los sindicatos, 3 de los empresarios, 3 de organizaciones no gubernamentales, 3 del Gobierno Nacional. Sus funciones son: desarrollar, evaluar y adoptar las políticas destinadas a la implementación del Programa; asistir en el mantenimiento del registro de beneficiarios; supervisar la utilización de fondos; efectuar el seguimiento de las políticas de capacitación del Ministerio de Trabajo; establecer la evaluación externa a través de las Universidades Nacionales y otros. La autoridad de aplicación del Decreto es el Ministerio de Trabajo, Empleo y Seguridad Social.

La actual planificación de políticas sociales ha acordado una gran importancia al funcionamiento de estos Consejos Consultivos, apostando a que se conviertan en los medios idóneos para garantizar la transparencia y la equidad de los programas sociales. 
En materia de control social, otra iniciativa importante la constituye el Programa “Auditoria Ciudadana”
 inserto en el marco de la misión de la Subsecretaría para la Reforma Institucional y Fortalecimiento de la Democracia, que es fortalecer la relación entre el Estado y la Sociedad Civil a fin de proponer las reformas institucionales necesarias para desarrollar una democracia gobernable, transparente, legítima y eficiente.  El programa tiene como objetivo general emitir una opinión informada sobre la calidad de las prácticas democráticas municipales que contribuya a formular una agenda de los asuntos públicos locales con el fin de expandir la democracia y su gobernabilidad. 

◊ Control por Resultados: incorporada en el Plan de Modernización del Estado (Decreto 103/01) como parte de las transformaciones verticales, la “Gestión por Resultados” (también denominada administración por objetivos o dirección por resultados) es un enfoque de gestión que busca incrementar la eficacia y el impacto de las políticas del sector público a través de una mayor responsabilización de los funcionarios por los resultados de su gestión. 

Se instrumenta mediante acuerdos-programas, con el objeto de refocalizar la conducción y la gerencia de los organismos de la administración pública hacia un modelo que privilegie los resultados por sobre los procedimientos y priorice la transparencia de la gestión. Caracterizándose por la adecuación flexible de los recursos, sistemas de gestión y estructura de responsabilidades, a un conjunto de resultados estratégicos precisos, definidos y dados a conocer con antelación, posibles de cumplir en un período establecido de tiempo. 

La Gestión por Resultados utiliza herramientas como el planeamiento estratégico, la reingeniería integral de procesos, la vinculación entre programación presupuestaria y programación operativa, el rediseño de los procesos de administración de recursos, la implantación de sistemas de rendición y petición cuentas, la implantación del sistema de control de gestión operacional y el entrenamiento y capacitación de todos los niveles organizacionales en la nueva modalidad de gestión. Mediante la implementación de esta forma de gestión, se tiende a dotar a la Administración Pública de un conjunto de metodologías y técnicas, para lograr consistencia y coherencia entre los objetivos estratégicos del gobierno y los planes de cada uno de los organismos.

◊ Control por  Competencia Administrada:  el objetivo de este control es terminar con el monopolio en la prestación de servicios. Para ello se recurre a la descentralización entre órganos gubernamentales; la privatización y la delegación de la prestación en entes públicos no estatales.

En nuestro País, esta experiencia gira en torno a la privatización de servicios. Comenzada en 1989, con las leyes 23.696 de Reforma del Estado y 23.697 de Emergencia Económica, posteriormente se completa el proceso mediante la ley 24.629 de 1996 y otros decretos del PEN. El proceso de privatización ha sido objeto de variadas críticas referidas a: los errores y desprolijidades cometidos en su ejecución; la falta de discriminación entre actividades de importancia estratégica y las que no la tienen; el hecho de que no terminó con el monopolio y los ciudadanos fueron clientela cautiva de los prestadores. 

La privatización dio lugar a la aparición de los Entes Reguladores que tienen la función de controlar el cumplimiento de las obligaciones de los prestadores privados a cargo de servicios públicos y la protección de los derechos de los usuarios. Sus objetivos se centran en mejorar la operación y confiabilidad del servicio, incentivando la eficiencia de los prestadores y ofreciendo tarifas justas y razonables para los usuarios.
Fueron creados en la década de 1990 por leyes del Congreso Nacional o decretos del Poder Ejecutivo Nacional y poseen un status jurídico diferenciado del de los Ministerios y demás dependencias del Poder Ejecutivo Nacional. La razón de esta independencia es la de asegurar la continuidad de los equipos técnicos más allá de la duración del gobierno, como forma de brindar mayor estabilidad e independencia a la hora de establecer y aplicar regulaciones.
En relación con sus capacidades y competencias, la mayoría de estos entes gozan de las siguientes competencias específicas que fueron establecidas en las normas de creación:
· Regulatorias, al dictar normas a las que deben someterse los sujetos de la ley;
· Administrativas, por controlar la prestación del servicio;
· Judiciales, debido a que algunos entes tienen ciertas capacidades de resolución de conflictos dentro de la industria.
Además, tienen amplias atribuciones para la obtención de información sobre las empresas prestatarias y sus respectivas industrias.
Los Entes Reguladores pertenecen a la Administración Descentralizada y  están vinculados funcionalmente con el Ministerio de Planificación Federal, Inversión Pública y Servicios; ellos son:  
Comisión Nacional de Comunicaciones

Organismo Regulador del Sistema Nacional de Aeropuertos 

Comisión Nacional de Regulación del Transporte 

Órgano de Control de Concesiones Viales 
Ente Nacional de Obras Hídricas de Saneamiento. 
Órgano  Regulador de Seguridad de Presas. 

Ente Tripartito de Obras y Servicios Sanitarios 

Ente Nacional Regulador de la Electricidad.
Ente Nacional Regulador del Gas.
Conclusión
Decíamos más arriba que la participación ciudadana constituye un complejo proceso de interacción entre gobierno y  sociedad. Afirmábamos también que la participación no es cualquier tipo de intervención, sino –fundamentalmente- intervención directa, concreta  y tangible de los ciudadanos en los asuntos públicos, en competencias tradicionalmente reservadas al Estado. 

En la actualidad ya  no se admite que el Estado sea el único promotor del bien común. Por el contrario, todos los días se incorporan en la gestión de lo público, de lo que es de todos e interesa a todos, nuevos protagonistas que mediante distintos tipos de intervención  procuran la satisfacción de las demandas y necesidades de la sociedad. 

El recorrido y análisis de diversas normas y programas, además de su cruce con las distintas modalidades del control,  ha puesto de relieve  la importancia del control social. Hoy, en nuestro País, aparecen distintas instancias de participación que definen nuevos campos  de intervención ciudadana. En todas y cada una de ellas el acceso a la información pública, aparece como auténtico presupuesto de la participación. 

Nuevos instrumentos y modalidades en las que, sin embargo, debemos resaltar el carácter de no vinculante que tienen las audiencias públicas; el escaso margen  generado a la participación activa en los distintos programas; la dificultad para acceder a la información de parte de los grupos vulnerables; los niveles de pobreza y exclusión social que operan como auténtica barrera a la participación.

De todas maneras esos instrumentos son perfectibles y ha futuro habrá de pensarse en el modo de transformar esta incipiente participación en una intervención activa y vigorosa que defina una nueva relación Estado/Sociedad.
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